
 
                                                                                                                         

17001-33-33-003-2022-00061-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

A.I. 413 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 9º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora MARÍA CLEMENCIA PATIÑO RENDÓN contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

9º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la señora MARÍA 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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CLEMENCIA PATIÑO RENDÓN contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-

FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 
 

 
 

 
 
 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


 
                                                                                                                         

17001-33-33-009-2022-00064-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

A.I. 416 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 9º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por EL 

señor JHONATAN RIVERA RAMÍREZ contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

9º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por EL señor JHONATAN 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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RIVERA RAMÍREZ contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM y el 

DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

  

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 
 

 
 

 
 
 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


 
                                                                                                                         

17001-33-39-007-2022-00122-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

A.I. 411 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 7º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora CLAUDIA CONSUELO PÉREZ CARDONA contra la NACIÓN-MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN-FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

7º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la señora CLAUDIA 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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CONSUELO PÉREZ CARDONA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-

FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 
 

 
 

 
 
 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


 
                                                                                                                         

17001-33-39-007-2022-00126-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

A.I. 412 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 7º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora ISABEL CRISTINA CASTAÑO AGUIRRE contra la NACIÓN-MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN-FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

7º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la señora ISABEL CRISTINA 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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CASTAÑO AGUIRRE contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM y 

el DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 
 

 
 

 
 
 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


 
                                                                                                                         

17001-33-33-001-2022-00168-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

A.I. 414 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 9º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora GILMA LILIANA LÓPEZ FIGUEROA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

9º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la señora GILMA LILIANA 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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LÓPEZ FIGUEROA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM y el 

DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 
 

 
 

 
 
 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


 
                                                                                                                         

17001-33-39-008-2022-00164-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

A.I. 417 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 9º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora NORA CARDONA ARDILA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

9º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la señora NORA CARDONA 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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ARDILA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM y el 

DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

  

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 
 

 
 

 
 
 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


 
                                                                                                                         

17001-33-33-004-2022-00235-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

A.I. 415 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 9º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora CLAUDIA LILIANA LOAIZA GALVIS contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

9º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la señora CLAUDIA 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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LILIANA LOAIZA GALVIS contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-

FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 
 

 
 

 
 
 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


 
                                                                                                                         

17001-33-33-001-2022-00320-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

A.I. 418 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 1º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el 

señor OLBEÍN DE JESÚS ARIAS DÍAZ contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

1º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el señor OLBEÍN DE JESÚS 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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ARIAS DÍAZ contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM y el 

DEPARTAMENTO DE CALDAS.  

  

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 
 

 
 

 
 
 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


 
                                                                                                                         

17001-33-33-001-2022-00334-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

A.I. 424 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 6º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora DAYANIRA ROJAS RINCÓN contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

6º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la señora DAYANIRA 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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ROJAS RINCÓN contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM y el 

MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 
 

 
 

 
 
 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


 
                                                                                                                         

17001-33-33-001-2022-00359-02 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA ORAL DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

A.I. 423 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 1º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el 

señor JHOAN ALBERTO GONZÁLEZ GARCÍA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

1º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el señor JHOAN ALBERTO 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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GONZÁLEZ GARCÍA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM y 

el MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 
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Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

A.I. 419 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 1º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora LUISA FERNANDA RONDEROS GUTIÉRREZ contra la NACIÓN-

MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM y el MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

1º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la señora LUISA 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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FERNANDA RONDEROS GUTIÉRREZ contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 
 

 
 

 
 
 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co
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A.I. 421 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 1º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la 

señora ADINA SERNA HERRERA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

1º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por la señora ADINA SERNA 

HERRERA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM.  

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 
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A.I. 420 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 1º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el 

señor JHON JAMES BERMÚDEZ LOAIZA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

1º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el señor JHON JAMES 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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BERMÚDEZ LOAIZA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM y 

el MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 
 

 
 

 
 
 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co
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A.I. 422 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del recurso de apelación 

interpuesto y sustentado en forma oportuna por la parte demandante, contra 

la sentencia emanada del Juzgado 1º Administrativo de Manizales, dentro del 

proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el 

señor DIEGO ANDRÉS MARÍN CARDONA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN-FNPSM y el MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

Realizado el examen preliminar conforme al artículo 325 del Código General 

del Proceso, se halla que la providencia motivo de la impugnación está 

suscrita por el juez, sin que se detecte causal de nulidad que amerite medida 

de saneamiento alguna. 

 

Por razón de lo anterior, y ser procedente, con fundamento en el artículo 247 

numeral 3 del C/CA1, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, 

habrá de admitirse el recurso de segundo grado. 

 

Por lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto y sustentado en forma 

oportuna por la parte demandante, contra la sentencia emanada del Juzgado 

1º Administrativo de Manizales, dentro del proceso de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por el señor DIEGO ANDRÉS 

                                                 
 
1 Ley 1437 de 2011. 
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MARÍN CARDONA contra la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FNPSM y el 

MUNICIPIO DE MANIZALES.  

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 247 numeral 6 del C/CA, 

modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el Ministerio Público 

podrá presentar su concepto de mérito hasta antes de que el proceso ingrese 

a despacho para proferir sentencia.  

 

Se advierte que el único buzón electrónico habilitado para la recepción de 

documentación es “sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co" Cualquier 

documento enviado a otra dirección de correo, se tendrá por no 

presentado. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Magistrado Ponente 

 
 

 
 

 
 
 
 

mailto:sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co


 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

-Sala de Decisión- 

 

Magistrado Ponente: Augusto Ramón Chávez Marín 

 
S. 159 

 

 
Asunto:  Sentencia de primera instancia 

Acción: Protección de derechos e intereses colectivos  

Radicación:  17001-23-33-000-2022-00220-00 

Accionante: Germán Botero Ángel 

Accionado:  Concesión Pacifico Tres SAS. 

Vinculado:  Agencia Nacional de Infraestructura ANI. 

 

   
Aprobado en Sala Ordinaria de Decisión, según consta en Acta nº 

049 del 22 de septiembre de 2023 

 

 

Manizales, veintidós (22) de septiembre de dos mil veintitrés (2023). 

 

 

ASUNTO 

 

La Sala Quinta de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, en sede 

de primera instancia, procede a dictar sentencia dentro de la acción popular 

promovida por el señor Germán Botero Ángel contra la Concesión Pacifico 

Tres SAS y en la que fue vinculada la Agencia Nacional de Infraestructura 

ANI. 

 

LA DEMANDA 

 

El día 25 de julio de 2022, a través de escrito que obra en expediente digital 

el señor Germán Botero Ángel radicó demanda para la protección de los 

derechos colectivos relativos al goce del espacio público y la seguridad y 

prevención de desastres previsibles técnicamente, consagrados en los 

literales d) y l) del artículo 4 de la Ley 472 de 1998; los cuales considera 

vulnerados por la Concesión Pacifico Tres SAS y la Agencia Nacional de 

Infraestructura ANI debido al bloqueo que se genera a los habitantes del 

sector La Palmera en la vereda La Cabaña, con la glorieta existente en la 

zona conocida como La Manuela, vía Manizales – tres puertas. 

 

Informó que las personas que se dirigen desde La Palmera hacía Chinchiná, 

Palestina y Manizales, no tienen un acceso directo hacía las vías que 

conectan con esos municipios y deben realizar un desplazamiento de 4.3 

kilómetros para encontrar un retorno por la vía que comunica a La Manuela 
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con Tres Puertas, lo que ha generado riesgo ya que algunas personas para 

evitar ese traslado deciden transitar en contravía con el fin de encontrar en 

menor distancia las vías que conducen a los municipios mencionados.   

 

Solicitó el actor popular realizar la construcción de un retorno entre la salida 

de la carretera de la Palmera hacía La Manuela y la glorieta existente 

construida por pacífico Tres, con el fin de brindar una conectividad 

vehicular efectiva y permitir el retorno de los vehículos de los propietarios y 

transeúntes de la zona. 

 

Pide igualmente que se ordene a quien corresponda realizar la construcción 

de un retorno más o menos 150/200 metros aproximadamente de la salida 

del sector La Manuela, frente a las fincas Santa Teresita y la Rambla sobre la 

autopista; donde existe espacio suficiente para realizar una ampliación de la 

calzada sobre la vía pacífico Tres. 

 

TRÁMITE DE LA ACCIÓN 

 

El proceso correspondió inicialmente al Juzgado Primero Administrativo del 

Circuito de Manizales, sede judicial que en providencia del 16 de agosto de 

2022 decidió declarar la falta de competencia al considerar que al tratarse de 

una vía nacional debía vincularse como demandada a la Agencia nacional de 

Infraestructura. 

 

El 12 de septiembre de 2022 el proceso fue remitido por reparto al Despacho 

del suscrito Magistrado ponente, quien admitió la demanda el 15 del mismo 

mes y año (archivo 014). 

 

Una vez notificadas, las entidades demandada y vinculada radicaron 

contestación a la demanda (archivos 018 y 021).  

 

El 22 de noviembre de 2022 el Despacho ponente realizó la audiencia de 

pacto de cumplimiento, la cual se declaró fallida y por tanto se dispuso la 

práctica de pruebas en providencia del 17 de enero de 2023 (archivos 34 y 

36). 

 

Una vez practicadas las pruebas decretadas en el presente asunto, en auto 

del 8 de febrero de 2023 se corrió traslado para alegatos de conclusión, etapa 

en la cual se pronunciaron las entidades demandada y vinculada (archivos 

43 y 44).  

  

RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS 

 

Concesión Pacífico Tres SAS (archivo 21). 
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La entidad pública demandada contestó la acción de la referencia en los 

términos que se exponen a continuación:  

 

Respecto de los hechos de la demanda manifestó que Las intervenciones y 

obras civiles ejecutadas por el concesionario en desarrollo del Contrato de 

Concesión bajo esquema APP N° 005 del 10 de septiembre de 2014, en la 

Unidad Funcional 3 (tramo vial que incluye la Intersección La Manuela) 

fueron culminadas en la Fase de Construcción y recibidas a satisfacción por 

la Agencia Nacional de Infraestructura – ANI, propietaria del Proyecto el 11 

de octubre de 2021. 

 

Indicó que el proyecto de concesión autopista conexión pacífico 3, está 

enmarcado dentro del Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2010 - 2014 

“Prosperidad para Todos”, por medio del CONPES 3760 de agosto de 2013, 

el cual establece los lineamientos del Programa de Concesiones viales de 

cuarta generación (4G), los cuales buscan el fortalecimiento de la 

competitividad del país mejorando la capacidad de la infraestructura vial y 

una adecuada conectividad Regional. 

 

Precisó que la Unidad Funcional No. 3 se encuentra dividida en dos (2) 

subtramos UF3.1 y UF3.2, la Intersección La Manuela hace parte de este 

último subtramo mencionado e indicó que la Tabla 19 del Apéndice Técnico 

No. 1 “Alcance del Proyecto” del Contrato de Concesión, establece las 

características técnicas de la entrega de cada subsector (en este caso de la 

Unidad Funcional No. 3.2). 

 

Aclaró que la Tabla 17 "Generalidades y subsectores de la Unidad Funcional 

3” - del Apéndice Técnico No. 1 “Alcance del proyecto” del Contrato de 

Concesión, señala las intersecciones que deben construirse en la Unidad 

Funcional 3 referida. 

 

Afirmó que el Contrato de Concesión No. 005 de 2014 establece 

taxativamente las intervenciones que debe ejecutar el Concesionario como 

las especificaciones técnicas que debe cumplir, por lo que la construcción de 

la Intersección La Manuela obedece al resultado de estudios técnicos 

adelantados por el mismo Gobierno Nacional previo a la ejecución del 

proyecto y a los diseños presentados por la Concesión Pacífico Tres S.A.S. 

que no fueron objetados por la Interventoría del Proyecto – Consorcio 

Épsilon Colombia. 

 

Expresó que tanto los diseños como las intervenciones ejecutadas cumplen 

con las normas técnicas y de seguridad vial para que los usuarios de la vía 

puedan transitar libremente y bajo las condiciones de seguridad que exige la 

normatividad colombiana. 
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Manifestó que el acceso a la vereda El Remanso no contaba con salida 

directa a las localidades de Manizales, Chinchiná y Palestina como lo 

pretende hacer ver el accionante, dado que por su ubicación sobre el costado 

derecho de la vía en sentido La Manuela -Tres Puertas, los únicos 

movimientos habilitados sobre el corredor la Manuela – Tres Puertas 

correspondían al movimiento Nº1 que permitía el ingreso desde el punto de 

convergencia de los flujos provenientes de las localidades de Manizales, 

Chinchiná y Palestina hacia el Remanso y al movimiento Nº2 que permitía la 

salida de los usuarios provenientes del Remanso hacia el sector de Tres 

Puertas y la ciudad de Medellín. 

 

Explicó que el movimiento cuya habilitación pretende el actor corresponde a 

un giro izquierdo que entra en conflicto con los movimientos provenientes 

de la ciudad de Medellín hacia el mismo punto y desde este punto hacia 

Medellín, sin identificarse en la vía ningún tipo de protección o zona de 

resguardo para el usuario constituyéndose en sí mismo en un punto de alto 

riesgo para los usuarios tanto del corredor vial como del Remanso, de lo cual 

se establece que no corresponde a un movimiento permitido sino en sí 

mismo a una imprudencia de los usuarios. 

 

Adujo que al analizar las condiciones preexistentes del sector La Manuela – 

Tres Puertas se encuentra que los usuarios del acceso al Remanso NO 

contaban en ninguna parte de este corredor con la posibilidad de realizar de 

manera segura y cómoda el giro requerido para dirigirse hacia las 

localidades de Manizales, Chinchiná y Palestina, situación que se resuelve 

con la incorporación en el trazado del Retorno proyectado a la altura del 

K2+700 el cual permite a los usuarios realizar de manera segura el giro 

izquierdo requerido de tal forma que se incorpore al flujo Medellín – 

Manizales, Chinchiná, Palestina. 

 

Precisó que la barrera de protección (separador vial) implementada en el 

sector es un elemento de seguridad que divide la doble calzada y no busca 

bloquear ningún movimiento vial, todo lo contrario, busca evitar que los 

usuarios realicen giros inapropiados que puedan que generar accidentes, 

bloqueos de la vía, y, en caso de ocurrir alguno de los eventos mencionados 

en una de las calzadas no se genere un riesgo o afectación sobre la calzada 

contraria. 

 

Aclaró que la salida de la vía Palmera – La Manuela y el sentido de 

circulación, no permite el acceso inmediato de los vehículos a la intersección 

La Manuela para continuar hacia Manizales, Chinchiná y/o Palestina que es 

lo pretendido por el accionante pues por condiciones de seguridad vial los 

usuarios deben transitar hasta el retorno denominado Cafetales que se ubica 

en K2+700. Ello obedece a los diseños y las condiciones de movilidad en una 

doble calzada. Lo anterior, atendiendo los principios de Seguridad Vial y en 

consideración a las especificaciones de diseño de la vías de cuarta 
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generación (4G), al marco normativo del Contrato de Concesión No. 005 de 

2014 que se fundamenta en este caso en el Manual de Diseño Geométrico de 

Carreteras 2008 del INIVAS adoptado mediante Resolución 744 del 04 de 

marzo de 2009, por tal motivo, no resulta procedente hacer un paso directo 

desde el acceso a la vereda El Remanso a la Intersección La Manuela para 

luego desplazarse a Chinchiná, Palestina o Manizales. 

 

Se opuso a las pretensiones de la demanda expresando que no hay 

vulneración de los derechos colectivos y propuso las excepciones que 

denominó: “INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD POR PARTE DE LA 

CONCESIÓN PACÍFICO TRES S.A.S.”, “CARENCIA DE PRUEBA DE LA 

VULNERACIÓN O AMENAZA DE DERECHOS COLECTIVOS”, 

“INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL”, y “GENÉRICA”. 

 

Agencia Nacional de Infraestructura 

 

Se opuso a las pretensiones de la demanda expresando que el Concesionario 

da cumplimiento al Principio de Seguridad Vial con la construcción de la 

segunda calzada mejorando la seguridad de las vías, su estado de 

conservación, su geometría y su señalización, y precisó que es decisión 

personal de cada usuario el arriesgar su propia vida y exponer a riesgo la 

vida de los demás por la negligencia de no utilizar la infraestructura vial 

construida para tal fin.  

 

Afirmó que se instará a la Policía de Carreteras a realizar mayores controles 

en el sitio para evitar este tipo de situaciones. 

 

Propuso las excepciones que denominó: “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN 

LA CAUSA POR PASIVA”, que fundamentó en que la entidad pública 

concedente no participa activamente en la construcción y operación del 

proyecto, por lo que materialmente no realiza las labores de obra, ni 

tampoco de mantenimiento y señalización de la vía. Adujo que el objeto de 

la Agencia Nacional de Infraestructura, el cual se enmarcar única y 

exclusivamente en planear, coordinar, estructurar, contratar, ejecutar, 

administrar y evaluar proyectos de concesiones y otras formas de Asociación 

Público Privada (APP), para el diseño, construcción, mantenimiento, 

operación, administración y/o explotación de la infraestructura pública de 

transporte en todos sus modos”, es decir que la ANI se encarga únicamente 

de la administración de los contratos de concesión mediante los cuales el 

Concesionario obtiene una remuneración por la materialización de unos 

proyectos de infraestructura; “INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL 

RESPECTO DEL PRESUNTO DAÑO CAUSADO Y LA CONDUCTA DE LA 

AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA” con apoyo en que no 

obra prueba alguna que de manera fehaciente demuestre que la conducta de 

la Agencia Nacional de Infraestructura hubiese causado la materialización 

de un daño antijurídico sobre el demandante; “INEXISTENCIA DE 
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AMENAZA O VULNERACIÓN A LOS DERECHOS COLECTIVOS”, 

expresando que no existe responsabilidad atribuible a la Entidad ANI ni por 

acción ni por omisión respecto de los hechos objeto de la presente demanda, 

por el contrario, por parte de la Agencia Nacional de Infraestructura se han 

estructurado Proyectos con la finalidad de garantizar el cumplimiento de los 

fines del Estado; y “GENÉRICA” solicitando que se declare probada 

cualquier otra excepción que se halle probada. 

 

AUDIENCIA DE PACTO DE CUMPLIMIENTO 

 

Adelantado el trámite de rigor, el Despacho fijó fecha y hora para celebrar la 

audiencia pública de pacto de cumplimiento prevista en el artículo 27 de la 

Ley 472 de 1998, la cual se llevó a cabo el día 22 de noviembre de 2022 y se 

declaró fallida por falta de fórmula de arreglo entre las partes (archivo 34). 

 

PERIODO PROBATORIO 

 

En auto del 17 de enero de 2023, el Despacho ponente decretó pruebas en el 

presente asunto (archivo 36). 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

Culminado el debate probatorio, el Despacho ponente en auto del 8 de 

febrero de 2023 (archivo 40) corrió traslado a las partes para alegar de 

conclusión, oportunidad en la que se pronunciaron las partes así:  

 

Concesión Pacífico Tres (archivo 43): Reiteró los argumentos expuestos en 

la contestación de la demanda, indicando que no se demostró vulneración 

de derechos colectivos y por el contrario se acreditó la inexistencia de nexo 

causal. 

 

Agencia Nacional de Infraestructura (archivo 44): Reiteró los argumentos 

expuestos en la contestación de la demanda y expresó que no se probó la 

existencia de una vulneración al derecho colectivo a la seguridad pública ni 

a cualquier otro derecho de la comunidad. 

 

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

 

El procurador judicial presentó concepto en este asunto, expresando que el 

accionante no adjuntó un estudio técnicamente adecuado sobre la 

problemática del tráfico vehicular, los riesgos para los habitantes del sector y 

cuáles serían las soluciones y alternativas adecuadas frente a las supuestas 

vulneraciones a derechos colectivos alegados en la demanda. 

 

Adujo que no una amenaza o vulneración real, cierta y concreta a los 

derechos colectivos que alega como afectados el actor. 
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Expresó en cuanto al derecho al espacio público que en el expediente se 

muestra que el actor y los habitantes del sector la Palmera tienen acceso a las 

vías nacionales cercanas como es la Autopista del Café, con las limitaciones 

y restricciones propias respecto de la seguridad vial y características de la 

vía nacional. 

 

Expresó que sí constituye un atentado a la seguridad vial y al disfrute al 

goce del espacio público de quienes transitan por la vía, la conducta 

imprudente que menciona el actor en su escrito en el hecho sexto cuando 

afirma que hay habitantes de la zona, que “transitan por estas vías y por 

minimizar tiempo, prefieren ir en contravía alentando el riesgo de graves 

accidentes”. 

 

Refirió que tanto la ANI y la concesión muestran que el diseño y 

construcción de la autopista obedece a unos criterios técnicos y está acorde 

con los manuales que son de aplicación como serían el Manual de Diseño 

Geométrico de Carreteras del año 2008 del INIVAS, adoptado mediante 

Resolución 744 del 04 de marzo de 2009 y el Manual de Señalización Vial de 

2015, en lo referente a cruce cebra, reductores de velocidad, delineadores de 

piso elevados, estoperoles, resaltos, etc. 

 

Concluyó que el actor no cumplió con la carga de la prueba y por ello 

solicitó negar las pretensiones de la acción. 

 

Finalmente sugirió exhortar al Ministerio de Trasporte y a la 

Superintendencia de Transporte a realizar los estudios técnicos completos, 

adecuados y pertinentes que evalúen la situación de accidentalidad vial en la 

zona, la existencia o no de dificultades de acceso de las fincas y habitantes de 

la vereda La Palmera a la vía, y las obras pertinentes para mejorar este 

acceso si procede, así como también evaluar el estado de la señalización vial 

y si se precisa revisar o mejorar la misma. 

 

 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL 
 

Para desatar el presente asunto la Sala requiere hacer las siguientes 

consideraciones. 

 

1.- Presupuestos procesales 

 

En el presente caso los presupuestos procesales se hallan satisfechos, esto es, 

la demanda en forma, la legitimación en la causa tanto por activa como por 

pasiva, el derecho de postulación ejercido por las partes y, además, no 

existen causales de nulidad que vicien lo actuado, por lo que es procedente 
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dictar la sentencia de rigor. 

 

2.- Generalidades 

 

La acción popular prevista en el artículo 88 de la Constitución Política y 

desarrollada por la Ley 472 de 1998, tiene como finalidad la protección de los 

derechos e intereses colectivos cuando estos resulten amenazados o 

vulnerados o exista peligro o agravio o un daño contingente por la acción o 

la omisión de las autoridades o de los particulares que actúan en desarrollo 

de funciones públicas. 

 

En este sentido, los artículos 1, 2, 3 y 9 de la Ley 472 de 1998, los elementos 

necesarios para la procedencia de la acción popular son: 

 

a) Su finalidad es la protección de los derechos e intereses de naturaleza 

colectiva. 

b) Procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de 

los particulares que hayan violado o amenacen violar ese tipo de 

derechos e intereses. 

c) Se ejerce para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la 

amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 

colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere 

posible. 

d) Los derechos e intereses colectivos susceptibles de esta acción son todos 

aquellos definidos como tales en la Constitución Política, las Leyes 

ordinarias y los tratados de derecho internacional celebrados por 

Colombia, como por ejemplo los mencionados en el artículo 4 de la Ley 

472 de 1998. 

e) La titularidad para su ejercicio, como su nombre lo indica, está dada 

por su naturaleza popular, por lo tanto puede ser ejercida por cualquier 

persona, natural o jurídica, pública o privada, o también por las 

autoridades, organismos y entidades señalados en el artículo 12 de la 

Ley 472 de 1998. 

 

3.- Las excepciones propuestas por los demandados 

 

Se recuerda que en el presente asunto se propusieron las siguientes 

excepciones por parte de la Concesión Pacífico Tres SAS: “INEXISTENCIA 

DE RESPONSABILIDAD POR PARTE DE LA CONCESIÓN PACÍFICO 

TRES S.A.S.”, “CARENCIA DE PRUEBA DE LA VULNERACIÓN O 

AMENAZA DE DERECHOS COLECTIVOS”, “INEXISTENCIA DEL NEXO 

CAUSAL”, y “GENÉRICA”; así como las denominadas “FALTA DE 

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”, “INEXISTENCIA DEL 

NEXO CAUSAL RESPECTO DEL PRESUNTO DAÑO CAUSADO Y LA 

CONDUCTA DE LA AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA”, 
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“INEXISTENCIA DE AMENAZA O VULNERACIÓN A LOS DERECHOS 

COLECTIVOS” radicadas por la Agencia Nacional de Infraestructura ANI. 

 

Sobre dichos medios de defensa manifiesta la Sala que las mismas se 

resolverán al desatar el fondo de la controversia en las consideraciones de 

esta providencia en tanto guardan relación sustancial con la discusión 

propia de esta acción popular. 

 

4.- El objeto de la controversia y el problema jurídico 

 

Pretende la parte actora que se protejan los derechos colectivos relativos al 

goce del espacio público y la seguridad y prevención de desastres 

previsibles técnicamente, los cuales considera vulnerados por la Concesión 

Pacifico Tres SAS y la Agencia Nacional de Infraestructura ANI debido al 

bloqueo que se genera a los habitantes del sector La Palmera en la vereda La 

Cabaña, con la glorieta y separador existente en la zona conocida como La 

Manuela, vía Manizales – tres puertas, ya que las personas que se dirigen 

desde La Palmera hacía Chinchiná, Palestina y Manizales, no tienen un 

acceso directo hacía las vías que conectan con esos municipios y deben 

realizar un desplazamiento de 4.3 kilómetros para encontrar un retorno, lo 

que a su vez ha generado riesgo ya que algunas personas para evitar ese 

traslado deciden transitar en contravía con el fin de encontrar en menor 

distancia y tiempo las vías que conducen a los municipios mencionados. 

 

Para dar solución a la controversia suscitada, la Sala examinarán de fondo 

los siguientes aspectos: i) el marco normativo de la problemática denunciada y ii) 

el estudio del caso concreto. 

 

5.- El marco jurídico de la presente controversia 

 

Para resolver el fondo de la controversia, la Sala abordará en este capítulo, el 

estudio de los derechos colectivos relacionados con las pretensiones y 

excepciones propuestas por los sujetos procesales. 

 

5.1.- Sobre los derechos colectivos relacionados con la presente 

controversia  

 

La sala se referirá en este punto al goce de un ambiente sano, a la utilización 

y defensa de los bienes de uso público, el derecho a la seguridad y 

prevención de desastres previsibles técnicamente, y a la realización de las 

construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las 

disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al 

beneficio de la calidad de vida de los habitantes. 

 

5.1.1.- Goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de 

uso público 
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En relación con este derecho colectivo el H. Consejo de Estado1 ha expresado 

que “La Constitución Política también consagra, entre otros derechos colectivos, el 

de circular libremente por el territorio nacional ; al uso y goce de los bienes de uso 

público, como la infraestructura dispuesta para el tránsito y la movilidad de las 

personas, así como la correlativa obligación del Estado de garantizar la integridad 

del espacio público y su destinación al uso común  y a la especial protección del 

Estado en materia de producción de alimentos.” 

 

Así mismo indicó en la misma providencia lo siguiente sobre el goce del 

espacio público: 

 

“Esta Sección, mediante sentencia de 18 de febrero de 2010 (M.P: Rafael E. Ostau 

de Lafont Pianeta)2, amparó el derecho colectivo al goce del espacio público, 

ahondando en su consideración y alcance, de conformidad con las siguientes 

consideraciones: 

 

«[…]. De otra parte, según el artículo 82 de la Constitución Política, el 

Estado debe velar por la protección de la integridad del espacio público y por 

su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés general. (…) 

 

“Artículo 3°. El espacio público comprende, entre otros, los siguientes 

aspectos:  

 

a) Los bienes de uso público, es decir aquellos inmuebles de dominio 

público cuyo uso pertenece a todos los habitantes del territorio nacional, 

destinados al uso o disfrute colectivo;  

 

b) Los elementos arquitectónicos, espaciales y naturales de los inmuebles 

de propiedad privada que por su naturaleza, uso o afectación satisfacen 

necesidades de uso público;  

 

c) Las áreas requeridas para la conformación del sistema de espacio 

público en los términos establecidos en este decreto.” 

 

En efecto, es claro que las vías vehiculares cuyo uso pertenece a 

todos los habitantes del territorio nacional son bienes de uso 

público.  […]. 

 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN PRIMERA, 

Consejero ponente: ROBERTO AUGUSTO SERRATO VALDÉS, Bogotá, D.C., veintitrés (23) de julio de dos mil 

veintiuno (2021), Radicación número: 13001-23-33-000-2018-00715-01 (AP), Actor: AMAURY PUELLO 

MERCADO, Demandado: DEPARTAMENTO DE BOLÍVAR; MUNICIPIOS DE SAN ESTANISLAO, ARJONA 

y VILLANUEVA (BOLÍVAR); e INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS (INVÍAS), Referencia: ACCIÓN 

POPULAR – RECURSO DE APELACIÓN DE SENTENCIA 

 
2 Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia de 18 de febrero de 2010, M.P. Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta, Rad. 
N.º 25000-23-24-000-2004-01094-00(AP). 



Exp. 17001-23-33-000-2022-00220-00 11 

En relación con el deber de las autoridades de velar por la integridad del 

espacio público y garantizar su destinación al uso común, el artículo 1 del 

Decreto 1504 de 1998 prevé que en el cumplimiento de la función 

pública de urbanismo, los municipios y distritos deberán dar 

prelación a la planeación, construcción, mantenimiento y 

protección del espacio público sobre los demás usos del suelo.   […]. 

 

Por lo anterior, para la Sala es evidente que existe vulneración al derecho 

colectivo al goce del espacio público. Entonces, el Instituto de Desarrollo 

Urbano –IDU- y la Alcaldía Mayor de Bogotá son responsables de tal 

omisión, pues como se vio previamente, la primera entidad es la encargada 

de realizar las obras de desarrollo urbanístico, dentro de las cuales se 

encuentra incluido el espacio público y la Alcaldía en razón a que 

dentro de sus atribuciones está la de dictar los actos y ejecutar las 

operaciones necesarias para la protección, recuperación y conservación 

del espacio público.  […]».  [Resalta la Sala].     

 

5.1.2.- El derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles 

técnicamente 

 

Sobre este derecho o interés colectivo el H. Consejo de Estado ha sostenido: 

 

La relevancia de la actividad preventiva en el Estado Social de Derecho tiene 

sustento en que el bienestar social debe lograse a través del despliegue de 

conductas que mitiguen las trasgresiones o amenazas de los bienes jurídicos 

superiores de las personas, es por tal motivo que las entidades públicas tienen 

la obligación de construir un modelo que provea de esas medidas, de manera 

que sea posible anticipar los riesgos propios a las circunstancias en que se 

desarrollan las actividades sociales, con miras a reducir la probabilidad de 

materialización de desastres. 

 

En tal escenario, el derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles 

técnicamente, le encarga al Estado el deber de proveer a los habitantes de los 

mecanismos e instrumentos para que aquellos hechos riesgosos puedan ser 

controlados de manera eficiente y eficaz; así debe verse desde la perspectiva de 

promoción en la que las autoridades estatales adelanten actuaciones, expidan 

reglamentos o celebren contratos, entre otras manifestaciones, orientadas a 

adoptar las medidas pertinentes, anticipándose a las calamidades.3 

 

La misma Corporación acerca del contenido y alcance del derecho colectivo 

a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente consideró 

lo siguiente4: 

                                                 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 14 de marzo de 2019, 

Radicación: 68001-23-31-000-2010-00593-01(AP), Consejero Ponente: Hernando Sánchez Sánchez. 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 26 de marzo de 2015, 

Radicado: 15001-23-31-000-2011-00031-01, Consejero Ponente: Guillermo Vargas Ayala.  
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Proclamado por el literal l) del artículo 4º de la ley 472 de 1998, este derecho, 

orientado a precaver desastres y calamidades de origen natural o humano, busca 

garantizar por vía de la reacción -ex ante- de las autoridades la efectividad de los 

derechos y bienes jurídicos reconocidos por la Constitución a las comunidades y 

a las personas y la conservación de las condiciones normales de vida en un 

territorio”.  

 

Por esto demanda de los entes públicos competentes la adopción de las medidas, 

programas y proyectos que resulten necesarios y adecuados para solucionar de 

manera efectiva y con criterio de anticipación (y no solo de reacción posterior a 

los desastres, como es habitual en las actuaciones de policía administrativa) los 

problemas que aquejan a la comunidad y que amenazan su bienestar, integridad 

o tranquilidad y que resultan previsibles y controlables bien por la simple 

observación de la realidad, bien por medio de la utilización de las ayudas 

técnicas de las que hoy dispone la Administración Pública. De ahí que esta 

Sección haya destacado el carácter preventivo de este derecho haciendo énfasis 

en su vocación de “evitar la consumación de los distintos tipos de riesgo que 

asedian al hombre en la actualidad”, ya no solo naturales (v. gr. fuego, 

deslizamientos de tierra, inundaciones, sequías, tormentas, epidemias, etc.), sino 

también –cada vez más– de origen antropocéntrico (v.gr., contaminación del 

ambiente, intoxicaciones o afectaciones a la salud, destrucción o afectación de la 

propiedad privada o pública por accidentes, productos, actividades o 

instalaciones).  

 

Pese al talante preventivo de este derecho colectivo, nada obsta para que su 

amparo pueda presentarse también ante situaciones que ya no solo constituyen 

riesgos sino vulneraciones concretas de los derechos e intereses reconocidos por 

la Constitución y la ley a la comunidad y a las personas que la conforman, y 

que, por ende, ameritan la intervención del Juez Constitucional. En últimas, 

tanto la prevención como la protección, corrección y restitución de estos 

derechos frente a situaciones que los afectan constituyen objetivos propios de las 

acciones populares; a las que, como se mencionó líneas arriba, es inherente una 

dimensión preventiva, protectora, reparadora y restitutoria de los derechos que 

amparan.  

 

De acuerdo con lo señalado por la jurisprudencia de esta Corporación, el 

derecho a la seguridad pública ha sido definido como “parte del concepto de 

orden público (…) concretado en las obligaciones que tiene el Estado de 

garantizar condiciones mínimas que permitan el desarrollo de la vida en 

comunidad (…) Su contenido general, implica, de acuerdo con la jurisprudencia 

citada, en el caso de la seguridad, la prevención de los delitos, las 

contravenciones, los accidentes naturales y las calamidades humanas”.  

 

Supone, entonces, una Administración Pública activa, técnica y comprometida 

con la asunción permanente de sus responsabilidades y con el monitoreo 
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constante de aquellos ámbitos de la vida diaria que están bajo su cargo, como 

presupuesto de la actuación anticipada o preventiva (y también reactiva) que 

instaura como estándar de sus actuaciones. No se puede olvidar que es misión 

de las autoridades realizar las acciones y adoptar las medidas que resulten 

indispensables para garantizar la vida e integridad de los residentes en 

Colombia en su vida, honra, bienes y, en general, el conjunto de derechos de los 

que son titulares; para lo cual es esencial su compromiso con la prevención de 

situaciones de amenaza o vulneración de esos derechos, en especial cuando ellas 

son susceptibles de ser anticipadas mediante la fiscalización permanente de la 

realidad y la adopción oportuna de las medidas pertinentes para asegurar la 

efectividad de los derechos, bienes e intereses de la comunidad y de sus 

miembros. Todo ello, lógicamente, en un marco de razonabilidad y de 

proporcionalidad, pues mal puede suponer la imposición a la Administración de 

obligaciones imposibles de cumplir por razones técnicas, jurídicas, económicas o 

sociales (…)”.  

 

Por su parte la gestión del riesgo de desastres está definida en la Ley 1523 de 

24 de abril de 2012 como “ un proceso social orientado a la formulación, ejecución, 

seguimiento y evaluación de políticas, estrategias, planes, programas, regulaciones, 

instrumentos, medidas y acciones permanentes para el conocimiento y la reducción 

del riesgo y el manejo de desastres, con el propósito explícito de contribuir a la 

seguridad, el bienestar, la calidad de vida de las personas y al desarrollo sostenible”. 

 

En este contexto, se advierte que el derecho colectivo a la seguridad y 

prevención de desastres técnicamente previsibles está ligado al 

cumplimiento de los fines esenciales del Estado, específicamente al de 

“proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 

creencias, y demás derechos y libertades”.  

 

6.- Solución del caso concreto 

 

La parte actora pretende que se protejan los derechos colectivos relativos al 

goce del espacio público y a la seguridad y prevención de desastres 

previsibles técnicamente, consagrados en los literales d) y l) del artículo 4 de 

la Ley 472 de 1998, los cuales considera vulnerados por la Concesión Pacifico 

Tres SAS y la Agencia Nacional de Infraestructura ANI debido al bloqueo 

que se genera a los habitantes del sector El Remanso, con la glorieta y 

separador existente en la zona conocida como La Manuela, vía Manizales – 

Tres Puertas, ya que las personas que se dirigen desde El Remanso o La 

Palmera hacía Chinchiná, Palestina y Manizales, no tienen un acceso directo 

hacía las vías que conectan con esos municipios y deben realizar un 

desplazamiento de 4.3 kilómetros para encontrar un retorno, lo que a su vez 

ha generado riesgo ya que algunas personas para evitar ese traslado deciden 

transitar en contravía con el fin de encontrar en menor distancia y tiempo las 

vías que conducen a los municipios mencionados. 

 



Exp. 17001-23-33-000-2022-00220-00 14 

Por su parte, las entidades demandadas consideran que no se acredita la 

vulneración de las garantías colectivas mencionadas en tanto el Contrato de 

Concesión No.005 de 2014 establece taxativamente las intervenciones que 

debe ejecutar el Concesionario como las especificaciones técnicas que debe 

cumplir, por lo que la construcción de la intersección La Manuela obedece al 

resultado de estudios técnicos adelantados por el mismo Gobierno Nacional 

previo a la ejecución del proyecto y a los diseños presentados por la 

Concesión Pacífico Tres S.A.S. que no fueron objetados por la Interventoría 

del Proyecto (Consorcio Épsilon Colombia). 

 

Expresaron que tanto los diseños como las intervenciones ejecutadas 

cumplen con las normas técnicas y de seguridad vial para que los usuarios 

de la vía puedan transitar libremente y bajo las condiciones de seguridad 

que exige la normatividad colombiana. 

 

Manifestaron que el acceso a la vereda El Remanso no contaba con salida 

directa a las localidades de Manizales, Chinchiná y Palestina como lo 

pretende hacer ver el accionante, dado que por su ubicación sobre el costado 

derecho de la vía en sentido La Manuela -Tres Puertas, los únicos 

movimientos habilitados sobre el corredor la Manuela – Tres Puertas 

correspondían al movimiento Nº 1 que permitía el ingreso desde el punto de 

convergencia de los flujos provenientes de las localidades de Manizales, 

Chinchiná y Palestina hacia el Remanso y al movimiento Nº 2 que permitía 

la salida de los usuarios provenientes de El Remanso hacia el sector de Tres 

Puertas y la ciudad de Medellín. 

 

De acuerdo con lo expuesto y lo acreditado en el presente asunto, esta Sala 

de decisión advierte que el actor popular con el escrito de demanda 

únicamente aportó peticiones radicadas en la Concesión Pacífico Tres SAS y 

el Municipio de Manizales, en las cuales solicita la intervención de la vía El 

Remanso - La Palmera - La Manuela en los términos descritos en el objeto de 

la controversia. Adicionalmente aportó respuestas de las entidades 

mencionadas y fotografías del sector objeto del presente medio de control.  

 

Es así como en oficio del 19 de octubre de 2021, la Concesión Pacífico Tres 

informa al accionante: 

 

 
 

En otra oportunidad, en oficio sin fecha, expresó la misma entidad sobre la 

socialización del proyecto vial: 
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Ahora, en relación con el objeto de la controversia, la ANI aportó con la 

contestación de la demanda el “Contrato de Concesión bajo esquema APP N° 

005 del 10 de septiembre de 2014 cuyo objeto es la elaboración de los Estudios y 

Diseños, Financiación, Construcción, Mejoramiento, Rehabilitación, Gestión Social, 

Predial y Ambiental, Operación y Mantenimiento de la Concesión Autopista 

Conexión Pacífico 3, del Proyecto 'Autopistas para la Prosperidad”. 

 

Así mismo, la Concesión Pacífico Tres explicó en la contestación de la 

demanda sobre el mencionado contrato: 

 
La Unidad Funcional No. 3 se encuentra dividida en dos (2) subtramos UF3.1 y UF3.2, la 

Intersección La Manuela hace parte de este último subtramo mencionado. La Tabla 

19 del Apéndice Técnico No. 1 “Alcance del Proyecto” del Contrato de Concesión, establece 

las características técnicas de la entrega de cada subsector (en este caso de la Unidad 

Funcional No. 3.2) de la siguiente forma: 
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Así mismo, agregó sobre las intersecciones que debían construirse en la 

unidad funcional 3: 

 

 
Ahora, la Sala destaca el estado del sitio objeto de la presente acción en la 

imagen consignada en la contestación de la sociedad demandada y que 

muestra las condiciones del sector de acceso al Corregimiento El Remanso 

de manera previa a las intervenciones realizadas por la Concesión Pacifico 

Tres: 
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En el mismo documento se aprecia por esta Sala la infraestructura actual del 

sector de acceso al Corregimiento el Remanso: 

 

 
 

Hasta este punto, la Sala advierte que antes de la intervención de la vía La 

Manuela -Tres puertas, las personas que transitaban desde el Corregimiento 

el Remanso hacía Manizales, Chinchiná o Palestina, cruzaban directamente 

desde la salida de la vía en el sector La Palmera hacía el carril que de 

Medellín conduce a la glorieta que se observa en la imagen, situación que la 

concesión modificó al instalar un separador (línea amarilla) que impide 

dicho movimiento. 

 

Se acreditó igualmente por la concesión que la obra incorporó en el trazado 

un retorno proyectado a la altura del K2+700, el cual permite a los usuarios 

realizar de manera segura el giro izquierdo requerido de tal forma que se 

una al flujo Medellín – Manizales, Chinchiná, Palestina. 

 

Sobre este aspecto el Tribunal encuentra acreditado que el mencionado 

trayecto implica un tránsito de 4.3 kilómetros para encontrar un retorno 

desde la salida del sector El Remanso o La Palmera hasta encontrar 

nuevamente la vía que de Medellín conduce hacia la glorieta de La Manuela.  

 

La Sala no desconoce los dichos del actor popular en el sentido que los 

conductores que salen del sector El Remanso para evitar el trayecto 

mencionado, realizan maniobras que ponen en riesgo sus vidas y la de los 

demás usuarios de la vía, sin embargo, en criterio de esta Corporación, tales 

acciones no corresponden a la acción u omisión de la ANI o la Concesión 

Pacífico Tres como encargados de este tramo de la vía nacional, sino que son 

el resultado de la actuación deliberada de los conductores al usar esta vía 

pública. 

 

Ahora, esta Sala de decisión considera que no se acreditó en este asunto que 

el goce del espacio público o la seguridad y prevención de desastres 

previsibles técnicamente se encuentren vulnerados por las mencionadas 

entidades al intervenir este tramo vial e impedir -con la construcción de un 

separador- el acceso directo de los conductores que salen del sector El 

Remanso a la Vía Medellín – La Manuela, ya que para tal maniobra se 
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construyó un retorno a 4 kilómetros de distancia de la zona objeto del 

presente medio de control. 

 

En el presente caso, las mencionadas actuaciones de algunos usuarios de la 

vía en el sector La Palmera – La Manuela no se relacionan con el diseño o 

construcción del separador o glorieta existentes en el sector, sino con la 

decisión de cada conductor al momento de transitar y optar por realizar 

acciones que además pueden ser constitutivas de violación de las normas de 

tránsito contenidas en la ley 769 de 20025. 

 

De este modo, para la Sala de decisión tanto la ANI como la Concesión 

Pacífico Tres demostraron, por el contrario, que la disposición de la vía y los 

retornos construidos en el sector corresponden al resultado de estudios 

técnicos en los que se tiene en cuenta entre otros elementos, la seguridad de 

los usuarios de la concesión. 

 

En síntesis, el actor popular no demostró que las condiciones técnicas del 

sector objeto de la presente acción sean las causantes de las conductas 

denunciadas por el accionante como generadoras de riesgo. 

 

Teniendo en cuenta lo analizado, este Juez plural destaca que en las acciones 

populares la carga de la prueba recae en el demandante, tal como dispone el 

artículo 30 de la Ley 472 de 1998: 

ARTICULO 30. CARGA DE LA PRUEBA. La carga de la prueba 

corresponderá al demandante. Sin embargo, si por razones de orden 

económico o técnico, si dicha carga no pudiere ser cumplida, el juez 

impartirá las órdenes necesarias para suplir la deficiencia y obtener los 

elementos probatorios indispensables para proferir un fallo de mérito, 

solicitando dichos experticios probatorios a la entidad pública cuyo objeto 

esté referido al tema materia de debate y con cargo a ella. 

En el evento de no existir la posibilidad de allegar la prueba respectiva, en 

virtud de lo establecido en el inciso anterior, el juez podrá ordenar su 

práctica con cargo al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses 

Colectivos. 

Queda claro que es el actor quien deberá probar la amenaza o vulneración 

de los derechos e intereses colectivos. Por lo cual, no basta con señalar cuales 

son los hechos, acciones u omisiones que vulneran los derechos e intereses 

colectivos, sino que deberá el actor demostrar la efectiva violación de los 

mismos. 

Al respecto el Consejo de Estado señaló lo siguiente: 

 

                                                 
5 Por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones. 
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“(…) la acción popular tiene un papel preventivo y/o remedial de 

protección de derechos e intereses colectivos,  cuando quiera que éstos se 

ven amenazados o están siendo vulnerados, pero en uno y otro evento, 

tanto la amenaza como la vulneración, según el caso, deben ser reales y 

no hipotéticas, directas, inminentes, concretas y actuales, de manera tal 

que en realidad se perciba la potencialidad de violación del derecho 

colectivo o la verificación del mismo, aspectos todos que deben ser 

debidamente demostrados por el actor popular, quien conforme a lo 

dispuesto en el artículo 30 de la Ley 472 de 1998, tiene la carga de la 

prueba.”6 

 

Sobre el anterior pronunciamiento dicha Alta Corporación en sentencia del 

30 de junio de 2011 aclaró lo siguiente:  

 

“Con fundamento en lo anterior la procedencia de la acción popular se 

sujeta a que, de los hechos de la demanda se pueda deducir siquiera 

sumariamente una amenaza a los derechos colectivos, entendidos estos 

como intereses de representación difusa, en la medida en que su titular es 

un grupo indeterminado o indeterminable de personas, la obligación de 

que la acción se dirija contra persona natural o jurídica o autoridad 

pública cuya actuación u omisión se considere que amenaza o viola el 

interés colectivo, requisito este último que requiere que la acción u 

omisión sea probada por el actor, o que del acervo probatorio obrante en el 

expediente el juez pueda deducir la vulneración del o de los derechos 

colectivos pues de lo contrario no puede ni podrá dar orden alguna 

tendiente proteger y la normalización de una situación que pueda ser 

protegida con la expedición de la sentencia producto de la acción popular. 

La carga de la prueba le impone al actor popular el deber de precisar y 

probar los hechos de los cuales estima la amenaza o vulneración de los 

derechos colectivos alegados en la demanda.”7 

 

Así las cosas, al tener el demandante la carga de la prueba, es su deber 

anexar el material probatorio a su demanda o acreditar en el periodo 

probatorio correspondiente que la amenaza o vulneración alegada es real y 

no hipotética para que posteriormente el juez pueda accedera  las 

pretensiones con los elementos de juicio pertinentes. 

 

Conclusiones 

 

En el presente asunto se demostró por las entidades demandadas que la 

construcción de la Intersección La Manuela obedece al resultado de estudios 

                                                 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sección tercera, sentencia del siete (17) 

de abril de dos mil cinco (2005), Consejero de Estado German Rodríguez Villamizar 25000-23-25-

000-2003-01499-01(AP). 
7 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sección primera, sentencia del treinta 

(30) de junio de dos mil once (2011), Consejero de Estado Marco Antonio Velilla Moreno 50001-23-

31-000-2004-00640-01(AP). 
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técnicos adelantados por la Nación antes de la ejecución del proyecto y a los 

diseños presentados por la Concesión Pacífico Tres S.A.S., circunstancias que 

no inciden en la determinación particular de cada conductor al desplegar 

una maniobra con el fin de disminuir el tiempo y la distancia de recorrido 

entre el punto de salida del Corregimiento El Remanso y la glorieta 

construida en La Manuela y que conecta al sector La Palmera con Manizales, 

Chinchiná y Palestina. 

 

De acuerdo con el material probatorio relacionado en el presente asunto, 

esta Sala de decisión considera que no se demostró la vulneración de los 

derechos colectivos al goce del espacio público y la defensa de los bienes de 

uso público o del derecho a la seguridad y prevención de desastres 

previsibles técnicamente, en tanto los documentos aportados por el 

accionante no permiten inferir que la actuación de algunos usuarios de la vía 

La Palmera – La Manuela sea consecuencia de la acción u omisión de la ANI 

o la Concesión Pacífico Tres. 

 

En efecto, si bien es cierto que algunos comportamientos de los conductores 

que pretenden transitar directamente desde la salida del sector La Palmera 

hacia la glorieta de La Manuela pueden generar riesgo no sólo a quien 

infringe la norma que prohíbe transitar en contravía, sino a los demás 

usuarios de la misma, también lo es que son las autoridades de tránsito las 

encargadas de corregir y sancionar dichas situaciones de conformidad con 

las normas y procedimientos establecidos en la Ley. 

 

En dicho control, la entidad encargada de la vía debe garantizar un tránsito 

en condiciones de seguridad y accesibilidad como se demostró que existe en 

este asunto con la disposición de un retorno a 4 kilómetros de distancia del 

sector La Manuela.  

 

En síntesis, este Tribunal considera que la parte demandante no acreditó la 

vulneración de derechos colectivos por parte de las entidades demandadas y 

adicionalmente en criterio de esta Corporación la situación de riesgo descrita 

en la demanda corresponde a acciones que ejecutan algunos usuarios de la 

vía, lo cual encuentra solución transitando hasta el retorno dispuesto por el 

constructor de la doble calzada para asegurar un giro seguro hacía la vía a la 

cual pretenden acceder directamente los habitantes del sector La Palmera. 

 

Este Juez plural considera que además de lo anterior, no se acreditaron cifras 

de órdenes de comparendos por la maniobra descrita en los hechos de la 

demanda, tampoco se demostró el índice de accidentalidad como 

consecuencia de dichas maniobras y menos aún, se probó la imposibilidad 

del goce del espacio público en el sector, lo que permite inferir a esta 

Corporación la ausencia de vulneración de garantías colectivas en este 

asunto. 
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Finamente, no existe un concepto técnico que permita concluir a la Sala que 

técnicamente es recomendable eliminar el separador existente en la vía 

objeto del presente medio de control u ordenar la modificación del trazado 

de la conexión entre la salida del Remanso y La Manuela. 

 

Ahora, ante la posible conducta reiterada de algunos conductores en la zona 

que presuntamente violan disposiciones en materia de tránsito y transporte, 

se ordenará a la Concesión Pacífico Tres poner en conocimiento de la 

autoridad de tránsito respectiva el hecho sexto8 del escrito de demanda 

(archivo 03), para que las misma realice las actuaciones educativas y 

correctivas que sean de su competencia. 

 

Por todo lo expuesto, se declarará no probada la excepción de “FALTA DE 

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA” propuesta por la Agencia 

Nacional de Infraestructura, y probadas las excepciones denominadas por la 

misma entidad como “INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL RESPECTO 

DEL PRESUNTO DAÑO CAUSADO Y LA CONDUCTA DE LA AGENCIA 

NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA” e “INEXISTENCIA DE AMENAZA O 

VULNERACIÓN A LOS DERECHOS COLECTIVOS”. Así mismo se 

declararán probadas las excepciones que la Concesión Pacífico Tres SAS 

identificó como “INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD POR PARTE DE 

LA CONCESIÓN PACÍFICO TRES S.A.S.”, “CARENCIA DE PRUEBA DE LA 

VULNERACIÓN O AMENAZA DE DERECHOS COLECTIVOS”, 

“INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL”. 

 

 

En mérito de lo expuesto el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS, 

administrando justicia, en nombre de la República y por autoridad de la 

Ley, 

 

FALLA 

 

 

Primero.  DECLÁRASE no probada la excepción de “FALTA DE 

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA” propuesta por la Agencia 

Nacional de Infraestructura. 

 

Segundo. DECLÁRANSE probadas las excepciones denominadas 

“INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL RESPECTO DEL PRESUNTO DAÑO 

CAUSADO Y LA CONDUCTA DE LA AGENCIA NACIONAL DE 

INFRAESTRUCTURA” e “INEXISTENCIA DE AMENAZA O 

VULNERACIÓN A LOS DERECHOS COLECTIVOS”, presentadas por la 

Agencia Nacional de Infraestructura, así como los medios de defensa 

identificados por la Concesión Pacífico Tres SAS como “INEXISTENCIA DE 

                                                 
8 “SEXTO: De lo anterior ha quedado evidencia del riesgo más inminente que radica en que quienes transitan 

por estas vías, por minimizar tiempo, prefieren ir en contravía alentando el riesgo de graves accidentes”. 
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RESPONSABILIDAD POR PARTE DE LA CONCESIÓN PACÍFICO TRES 

S.A.S.”, “CARENCIA DE PRUEBA DE LA VULNERACIÓN O AMENAZA DE 

DERECHOS COLECTIVOS” e “INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL”. 

 

Tercero. NIÉGANSE las pretensiones de la demanda que en ejercicio del 

medio de control de protección de los derechos e intereses colectivos radicó 

el señor Germán Botero Ángel contra la Agencia Nacional de Infraestructura 

y la Concesión Pacífico Tres SAS.  

 

Cuarto.  REQUIÉRESE a la Concesión Pacífico Tres SAS para que en el 

término de cinco (5) días siguientes a la notificación de la presente 

providencia, si aún no lo ha hecho, ponga en conocimiento de la autoridad 

de tránsito respectiva el hecho sexto del escrito de demanda, para que la 

misma realice las actuaciones educativas y correctivas que sean de su 

competencia. 

 

Quinto. Esta sentencia es susceptible del recurso de apelación, en los 

términos del artículo 37 de la Ley 472 de 1998. Si no es apelada, archívense 

las presentes diligencias, previas las anotaciones respectivas en el programa 

informático “Justicia Siglo XXI” 

 

Notifíquese y cúmplase 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

                      No.  170      
                      FECHA: 27/09/2023 

 
Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 































































































































17001333300420170050702 

Nulidad y restablecimiento del derecho.  

José Ancizar Corredor Menjura y Otros Vrs Fiscalía General de la Nación  

Sentencia Auxiliar n° 155 

Corrige sentencia de 2° 

REPUBLICA DE COLOMBIA  

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

-Tomas Felipe Mora Gómez- 

Conjuez.  

 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023)  

 

  Procede el Despacho a resolver solicitud de aclaración de la sentencia n° 

136 de 24 de agosto de 2023, que decidió la segunda instancia y; emitida dentro 

de este medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO promovido por el señor JOSE ANCIZAR CORREDOR 

MENJURA, JAIR ECHEVERRY OSPINA, LUIS ALBERTO VALENCIA 

QUINTERO, FABIO DE JESUS GONZALEZ LEON, CARLOS ANDRES 

OSPINA GOMEZ, JOSE DUBIEL SALAZAR SERNA, LUIS ERNESTO 

LONDOÑO PINILLA y MARIO FERNANDO HERRERA APARICIO contra 

la FISCALIA GENERAL DE LA NACION, elevada por la parte 

demandante. 

 

I. LO PETICIONADO 

 

  Mediante petición allegada el pasado 5 de septiembre de 2023, la parte 

demandante solicitó CORRECCION, de la sentencia proferida por la Sala de 

Conjueces el pasado 24 de agosto de 2023 y que decidió esta instancia. Lo 

peticionado se resume en el yerro cometido en el radicado del proceso en el 

asunto de la sentencia, pues se afirmó que era 17001333300420160050702 

siendo correcto el 17001333300420170050702.   

 

II. CONSIDERACIONES.  

   

II.I. Competencia.  

 

  Corresponde a este Despacho conforme lo dispone el inciso 2° del 

artículo 286 del CGP, en concordancia con los artículos 285 y 287 ibidem y, 

conforme mandato dado por la Presidencia de esta Corporación en sorteo de 

conjueces celebrado el pasado 31 de enero de 2023.  
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II.III. Control de legalidad.  

  

• De la corrección de la sentencia.  

 

  Contenido en el artículo 286 ibidem, permite la corrección de errores 

aritméticos u otros:  

 

“Toda providencia en que se haya incurrido en error puramente 

aritmético puede ser corregida por el juez que la dictó en cualquier 

tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante auto. 

 

Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se 

notificará por aviso. Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a 

los casos de error por omisión o cambio de palabras o alteración de 

éstas, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva o influyan en 

ella.”  

 

  Ahora bien, frente a la oportunidad de acudir a cualquiera de estas figuras 

jurídicas, dice la norma que la adición de la sentencia debe solicitarse “dentro 

del termino de su ejecutoria” y la corrección puede solicitarse “en cualquier 

tiempo”, siempre que sean equívocos de palabras, nombres, fechas, cálculos, 

etc.    

 

  Dado que para la corrección la norma, dice que puede solicitarse en 

cualquier tiempo, el Despacho considera irrelevante entrar en cualquier otro 

estudio, así las cosas, la petición de corrección resulta procedente y se resolverá.  

 

II.IV.  Caso en concreto.  

 

  El Despacho hace una revisión de la sentencia, encuentra que en efecto 

la sentencia en el acápite inicial -1. ASUNTO- erró al decir que el radicado de 

este proceso era el 17001333300420160050702, siendo correcto el radicado 

17001333300420170050702.  

 

  De acuerdo con lo anterior, es claro que la Sala incurrió en el error 

vislumbrado por la parte demandante y es necesario corregirlo.  

 

  De acuerdo con lo discurrido, la Sala de Conjueces del Tribunal 

Administrativo de Caldas; 
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III.  RESUELVE 

 

   PRIMERO: CORREGIR de la Sentencia n° 136 del veinticuatro (24) 

de agosto de dos mil veintitrés (2023), proferida por la Sala de Conjueces y que 

decidió la segunda instancia de este medio de control, que el radicado correcto 

del proceso es 17001333300420170050702.     

 

  SEGUNDO: Contra las decisiones emitidas en esta providencia, 

proceden los recursos de ley.  

   

 

 

 

 

TOMAS FELIPE MORA GOMEZ 

Ponente 

 

 

 

 

JOSE NORMAN SALAZAR GONZALEZ  

Revisor 
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REPUBLICA DE COLOMBIA  

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

-Liliana Eugenia García Maya- 

 

Manizales, veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintitrés (2023)  

 

I. ASUNTO 

 

  Procede el Despacho a resolver solicitudes de adición de la Sentencia 033 

de 2 de noviembre de 2022, la cual puso fin a la primera instancia, dentro de 

este medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO promovido por la señora DENIS RINCON GRAJALES contra 

la NACION-DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL-RAMA JUDICIAL. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

II.I. Hechos, motivo de la demanda y pretensión principal.  

 

 Actuando a través de apoderado judicial, la demandante DENIS 

RINCON GRAJALES instauró demanda de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO contra la NACION – RAMA 

JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION 

JUDICIAL identificado con el radicado n° 17001233300020180033300, para 

reclamar el reconocimiento y pago de la prima especial de servicios regulada 

por el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, en cantidad del 30% del salario básico, 

además su carácter de factor salarial y la consecuente reliquidación de todas las 

prestaciones sociales teniendo en cuenta la prima reclamada, también por todo 

el periodo en que se desempeñó como Juez de la República.  

 

I.II. Actuaciones procesales surtidas.  

 

  Radicada la demanda el 8 de junio de 2018 en la Oficina Judicial y 

superados los tramites que suscitaron el impedimento de la Sala Plena de esta 

Corporación, se admitió la demanda el 25 de octubre de 2019, surtida su 

notificación el 6 de noviembre de 2019, fue contestada el 19 de febrero de 2020 
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cumpliendo con las exigencias legales1, se suspendieron los términos por la 

declaración del Gobierno Nacional de la Emergencia Económica, Social y 

Ecológica a través del decreto 417 de 17 de marzo de 2020, por la amenaza del 

COVID-19 en concordancia con los Acuerdos PCSJA2011517 de 15 de marzo 

de 2020, PCSJA2011521 de 19 de marzo de 2020, PCSJA2011526 de 22 de 

marzo de 2020 y PCSJA2011532 de 11 de abril de 2020, en la cual se 

suspendieron los términos entre marzo y 30 de junio de 2020.  

 

  Reactivados los términos a partir del 1 de julio de 2020, se corrió traslado 

a las excepciones el 2 de octubre de esa misma anualidad, la demandante se 

pronunció al respecto; se dio inicio a la audiencia inicial pero fue suspendida 

para resolver impedimento presentado por el Procurador 28 Judicial II 

Administrativo de Manizales, el cual fue aceptado, por auto 034 de 27 de abril 

de 2021, se prescindió de la audiencia inicial y se aplicó la sentencia anticipada 

a la luz del artículo 182A Literales a y d del CPACA a petición de la parte 

demandante dando paso al traslado de alegatos.   

 

  La oportunidad para alegar fue aprovechada por ambas partes, el 14 de 

julio de 2021 paso el proceso para estudiar la sentencia y el 20 de abril de 2022, 

la Sala de conjueces decidió esta causa. Dentro del término de su ejecutoria, la 

parte demandante presentó solicitud de adición de la sentencia.  

 

III. SOLICITUDES DE ADICIÓN DE LA SENTENCIA 

 

  A través del escrito allegado al correo de esta Corporación y dentro del 

termino de ejecutoria de la sentencia, la parte demandante allego solicitud de 

adición de la sentencia, en los siguientes términos:  

 

a) Solicita se resuelva el numeral d) del problema jurídico, establecido en 

el auto 034 de 27 de abril de 2021, mediante el cual -entre otros- se fijó 

el litigio y se definió el problema jurídico.  

 

b) Peticionó se adicione el numeral 3° de la sentencia, toda vez que en el 

numeral 2° del acápite de las conclusiones, se dijo que la “…demandante 

tenía derecho al reconocimiento y pago de la prima especial de 

servicios, regulada por el articulo 14 de la Ley 4ª de 1992, equivalente 

al 30% del sueldo básico, sumado a este y no deducido como se hizo, se 

                                                           
1 Días de paro nacional (21 y 27 de noviembre y 4 de diciembre de 2019) Día de la Rama Judicial (17 de diciembre de 

2019). Fin del término de traslado de la demanda (25 de febrero de 2020). Contestación de la demanda (19 de febrero de 

2020).   
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liquidaran las prestaciones sociales a las cuales tuvo derecho, y no 

respecto del 100% como debió hacerse; por lo que se accederá a la 

declaración de la nulidad…” y dicho numeral 3°, solo ordena el 

reconocimiento y la reliquidación de la prima especial de servicios, por 

el periodo no prescrito y pagar las diferencias, por lo que solicita la 

adición de este numeral, en este sentido.  

 

c) Pide se adicione el acápite de “CASO CONCRETO Y 

CONCLUSIONES” de la sentencia, en tanto confundió la norma en la 

cual debe basarse la demandada para actualizar e indexar las sumas 

reconocidas, en tanto, menciona el articulo 178 del CPACA y no el 187 

ibidem.  

 

d) Peticiona a la Sala se pronuncie respecto de las pretensiones 4° y 5° que 

alude a la inaplicación de unos decretos.  

 

IV. CONSIDERACIONES.  

   

III.I. Competencia.  

 

  Corresponde a este Despacho conforme lo disponen los artículos 285 y 

286 del CGP y conforme mandato dado por la Presidencia de esta Corporación 

en sorteo de conjueces celebrado el pasado 26 de julio de 2019.  

  

III.II. Precisiones previas. 

 

  Nota la sala que al menos, en una solicitud de las realizadas por la parte 

demandante, se debe aplicar la figura contenida en el articulo 286 del CGP, en 

tanto no se trata de una adición de la sentencia, por lo que la Sala hará lo 

pertinente, respecto del objetivo perseguido por lo solicitado.  

 

III.III. Solicitudes de adición. 

 

a)  El auto 034 de 27 de abril de 2021 -entre otras- fijó el problema jurídico 

así:  

 

a. ¿Tiene derecho la demandante al reconocimiento y pago de la prima 

especial de servicios regulada por el artículo 14 de la Ley 4 de 1992 

y equivalente al 30% de su sueldo básico? 

 

b). ¿Tiene la prima especial de servicios, carácter de factor salarial? 
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c). ¿Opera el fenómeno de la prescripción trienal laboral, sobre el 

periodo reclamado? 
 

d). ¿La bonificación de actividad judicial, regulada por el decreto 3131 

de 2005, tiene el carácter de factor salarial? 

 

  En efecto la sentencia primaria, involuntariamente nada dijo respecto del 

planteamiento contenido en el literal d), del problema jurídico, fijado en el auto 

interlocutorio 034 de 27 de abril de 2021, por lo que corresponde adicionar la 

sentencia en ese sentido. Ahora bien, la bonificación por actividad judicial fue 

creada por el Decreto 3131 de 2005, a su vez modificado por los Decretos 3382 

de 2005, 2435 de 2008, 3900 de 2008;  
 

“Artículo 1°.  Modificado por el art. 1, Decreto Nacional 3382 de 2005. 

A partir del 30 de junio de 2005, créase una bonificación de actividad 

judicial, sin carácter salarial, que se pagará semestralmente el 30 de junio 

y 30 de diciembre de cada año, como un reconocimiento económico al 

buen desempeño de los funcionarios que ejerzan en propiedad los 

siguientes empleos: (…).  

En las mismas condiciones, tendrán derecho a percibir esta bonificación 

de actividad judicial, los Procuradores Judiciales I que desempeñen el 

cargo en propiedad y que actúen de manera permanente como Agentes del 

Ministerio Público ante los servidores que ocupan los empleos señalados 

en este artículo. 

Artículo 2°. Derogado por el art. 2, Decreto Nacional 3900 de 

2008. La   bonificación de actividad judicial de que trata el presente 

decreto no constituye factor salarial ni prestacional y no se tendrá en 

cuenta para determinar elementos salariales o prestaciones sociales. 

Artículo 3°.  Modificado por el art. 1, Decreto Nacional 2435 de 2006. 

Tendrán derecho al reconocimiento y pago de la bonificación de actividad 

judicial los funcionarios de que trata el artículo 1° del presente decreto, 

siempre que cumplan con el ciento por ciento (100%) de las metas de 

calidad y eficiencia que, para tal efecto, en forma semestral se establezcan 

por la respectiva autoridad. 

Parágrafo. Para el reconocimiento de la bonificación de actividad 

judicial el 30 de junio de 2005, no se exigirá la calificación a que se refiere 

este artículo, y su pago se efectuará a más tardar el 30 de septiembre del 

presente año. 

Artículo 4°.  Modificado por el art. 2, Decreto Nacional 3382 de 2005. 

Las entidades nominadoras respectivas determinarán el procedimiento, 

los criterios de calidad y eficiencia, así como las metas semestrales a 

alcanzar. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=17797#1
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=66271#2
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=66271#2
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=20709#1
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=17797#2
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Artículo 5°.  Modificado por el art. 2, Decreto Nacional 2435 de 2006. El 

disfrute de la bonificación de actividad judicial se perderá por retiro del 

cargo del funcionario, por imposición de sanción disciplinaria en el 

ejercicio de las funciones, por el no cumplimiento del ciento por ciento 

(100%) de las metas de calidad y eficiencia. 

Igualmente, se perderá el disfrute de la bonificación de actividad judicial 

por uso de licencia no remunerada superior a dos meses, continuos o 

discontinuos, dentro del respectivo semestre. 

Parágrafo. La pérdida del disfrute de la bonificación de actividad judicial 

operará en forma automática, una vez se encuentre en firme el acto de 

retiro del servicio, el de imposición de la sanción o de concesión de 

licencia. 

Artículo 6°. La asignación de la bonificación de actividad judicial se 

liquidará de oficio para cada semestre por la respectiva autoridad 

nominadora, previa verificación de las condiciones establecidas en el 

presente decreto. 

Artículo 7°.  Modificado por el art. 3, Decreto Nacional 3382 de 2005. 

Cuando el funcionario no hubiere desempeñado el cargo durante el 

semestre completo o cuando haya hecho uso de licencia no remunerada 

por tiempo continuo o discontinuo no superior a dos meses dentro del 

mismo semestre, habrá lugar al reconocimiento y pago de la bonificación 

de actividad judicial en forma proporcional a los días laborados. 

Artículo 8° El presente decreto rige a partir de la fecha de su 

publicación.” 

  Luego el Decreto 3900 de 2008 modificó el articulo 1° de los Decretos 

3382 de 2005 y 2435 de 2006;  

 

“Artículo 1°. A partir del 1° de enero de 2009, la bonificación de 

actividad judicial creada mediante Decreto 3131 de 2005, modificada por 

el Decreto 3382 de 2005 y ajustada mediante Decretos 403 de 2006, 632 

de 2007 y 671 de 2008 para jueces, fiscales y procuradores judiciales 1, 

constituirá factor para efectos de determinar el ingreso base de 

cotización del Sistema General de Pensiones, y de acuerdo con la Ley 

797 de 2003, para cotización al Sistema General de Seguridad Social en 

Salud.  

 

 Artículo 2°. El presente decreto deroga a partir del 1o de enero de 2009 

el artículo 2° del Decreto 3131 de 2005 y demás disposiciones que le sean 

contrarias.” (Subrayas y negrita de la Sala) 

 

  En principio las normas que regulan esta bonificación, predicen que esta 

SOLO constituye factor salarial para efectos de los aportes al Sistema General de 

Seguridad Social en Salud, sin embargo, se estudiará si esta prestación social, cumple 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=20709#2
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=17797#3
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con los requisitos que, a la luz de la normatividad vigente y la jurisprudencia, 

constituye salario y/o es factor salarial.  

 

  Los artículos 127 y 128 del Código Sustantivo del Trabajo, indica que es y que 

no constituye salario:  

 

 “Articulo 127. Elementos integrantes. Constituye salario no sólo la 

remuneración ordinaria, fija o variable, sino todo lo que recibe el 

trabajador en dinero o en especie como contraprestación directa del 

servicio, sea cualquiera la forma o denominación que se adopte, como 

primas, sobresueldos, bonificaciones habituales, valor del trabajo 

suplementario o de las horas extras, valor del trabajo en días de descanso 

obligatorio, porcentajes sobre ventas y comisiones. 

 

Artículo 128. Pagos que no constituyen salarios. No constituyen salario 

las sumas que ocasionalmente y por mera liberalidad recibe el trabajador 

del empleador, como primas, bonificaciones o gratificaciones 

ocasionales, participación de utilidades, excedentes de las empresas de 

economía solidaria y lo que recibe en dinero o en especie no para su 

beneficio, ni para enriquecer su patrimonio, sino para desempeñar a 

cabalidad sus funciones, como gastos de representación, medios de 

transporte, elementos de trabajo y otros semejantes. Tampoco las 

prestaciones sociales de que tratan los títulos VIII y IX, ni los beneficios 

o auxilios habituales u ocasionales acordados convencional o 

contractualmente u otorgados en forma extralegal por el empleador, 

cuando las partes hayan dispuesto expresamente que no constituyen 

salario en dinero o en especie, tales como la alimentación, habitación o 

vestuario, las primas extralegales, de vacaciones, de servicios o de 

navidad.” 

 

  Al respecto de estos requisitos, dice la Sala Civil del Consejo de 

Estado lo siguiente:  

 

  "(…) en términos generales, constituye salario todo lo que recibe el 

servidor público como retribución por sus servicios de manera habitual y 

periódica, sea cualquiera la denominación que se le dé. Es decir, el 

salario es la consecuencia directa del derecho fundamental al trabajo y 

principio mínimo fundamental de ese derecho, al tenor del artículo 53 de 

la Carta, que consagra como tal, entre otros, la "remuneración mínima 

vital y móvil, proporcional a la calidad y cantidad de trabajo"(…)” 

 

  Se deduce entonces, que dado que la bonificación por actividad judicial, 

se paga semestralmente, en principio no cumple con el requisito de habitualidad 

y de periodicidad, sin embargo, miremos cual es la opinión del Consejo de 

Estado, respecto de esta prestación;   
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 “Bonificación por actividad judicial de jueces y fiscales -al no tener 

carácter salarial no vulnera derechos adquiridos 

 

  Respecto de los derechos adquiridos de los servidores públicos ha dicho 

la Sala que solamente pueden invocarse respecto de aquellos derechos 

laborales que el servidor ha consolidado durante su relación laboral, no 

sobre expectativas que dependan del mantenimiento de una legislación de 

derecho público, a cuya intangibilidad no se tiene ningún derecho. La 

vinculación de un empleado público se produce por un acto condición que 

tiene por objeto colocar a una persona en situación jurídica general, 

preexistente de carácter objetivo y creación unilateral, modificable en 

cualquier momento en que sea necesario al interés público. El 

señalamiento de condiciones salariales y prestacionales de los servidores 

públicos, hacen parte de esa situación jurídica de carácter general de 

derecho público y es por ello eminentemente modificable. La Corte 

Constitucional al resolver la demanda de inconstitucionalidad contra los 

artículos 15 y apartes del 14 de la Ley 4ª de 1992, en cuanto allí se 

contemplaba que la prima especial de servicios no tiene carácter salarial, 

en sentencia C-279 del 24 de junio de 1996, afirmó: En varias ocasiones, 

la jurisprudencia Constitucional del país, expresada por la Corte 

Suprema de Justicia antes de 1991 y luego por la Corte Constitucional, 

ha manifestado que no existe derecho adquirido a la estabilidad de un 

régimen legal. Las normas legales acusadas bien podrían entonces 

disponer que no se consideran parte del salario, para efecto de liquidar 

prestaciones sociales, ciertas remuneraciones que, a la luz de criterios 

tradicionales deberían haberse tenido como parte de aquel. Posición que 

fue reiterada en la sentencia C-081 de 2003, en los siguientes términos: 

(…) La Corte Constitucional examinó en su oportunidad la 

constitucionalidad de la expresión sin carácter salarial de los artículos 14 

y 15 de la ley 4ª de 1992 y los declaró exigibles. La sentencia C-279 de 

1996 estableció que el legislador conserva una cierta libertad para 

establecer, que componentes constituyen salario, así como la de definir y 

desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia desarrollar 

la Constitución. Más adelante afirmó que el considerar que los pagos por 

primas técnicas y especiales no sean factor salarial, no lesiona derechos 

de los trabajadores, y no implica una omisión o un incorrecto desarrollo 

del especial deber de protección que el Estado tiene en relación con el 

derecho al trabajo, ni se aparta de los deberes que Colombia ha adquirido 

ante la comunidad internacional. Conforme lo expuesto, considera la Sala 

que las normas acusadas, artículos 1° parcial y 2° del Decreto 3131 de 

2005, al señalar que la bonificación por actividad judicial no tendría 

carácter de factor salarial ni prestacional, no desconocieron ningún 

derecho adquirido ni violaron las disposiciones legales y constitucionales 

citadas en la demanda. 

 

La misma providencia concluyó:  

 
   “…Ahora bien, según el demandante la bonificación por 

actividad judicial es, a la luz de lo normado por los artículos 127 y 128 

del Código Sustantivo del Trabajo, un componente de la remuneración 
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que tiene todas las características esenciales del salario, por lo que no le 

es permitido a la Administración suprimirle el carácter salarial. 

 

  Para la Sala no es de recibo tal razonamiento porque, contrario 

a lo afirmado por el actor, la bonificación de actividad judicial fue creada 

precisamente para mejorar el salario, es decir se trata de una suma 

adicional a la asignación básica, constituida, desde un principio, sin 

carácter salarial. Por ello resulta desacertado que se alegue una 

desmejora del mismo, y no puede concebirse que una disposición que tiene 

como finalidad mejorar las condiciones económicas de un trabajador 

pueda lesionar y desmejorar el derecho al trabajo. 

 

    Así las cosas, no existe una situación jurídica consolidada, por 

cuanto la bonificación especial no existía con anterioridad a la Ley 4ª de 

1992, y además, porque las normas acusadas fueron expedidas dentro de 

las facultades del Gobierno, de acuerdo con los artículos 14 y 15 de la 

Ley 4a. de 1992, declarados exequibles por la Corte Constitucional2” 

(subrayas de la Sala de Conjueces).    

 

  Corolario de lo anterior, quedó claro que la bonificación por actividad 

judicial reclamada, SOLO constituye factor salarial a efectos de determinar el 

ingreso base de cotización al Sistema General de Pensiones, y de acuerdo con 

la Ley 797 de 2003, para cotización al Sistema General de Seguridad Social en 

Salud. Así las cosas, la Sala rechazará todas las pretensiones que aluden al 

reconocimiento como factor salarial de la bonificación de actividad judicial.  

 

 Finalmente, y de acuerdo a informe del área de contaduría de este 

Tribunal -33ConceptoContador-, a la demandante le fue reconocida y pagada 

esta prestación social y además tenida en cuenta, para efectos de los aportes a 

salud y pensión, por lo que nada se ordenará al respecto. De acuerdo con lo 

discurrido, tampoco es procedente ordenar la inaplicación de los Decretos que 

tratan esta materia y que fueron solicitados por el demandante en las 

pretensiones.   

 

b). El numeral 3° de la sentencia 033 de 2 de noviembre de 2022, dispuso:  

 

“(…). TERCERO: ORDENAR a la demandada NACIÓN-DIRECCION 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL-RAMA JUDICIAL, el 

reconocimiento y reliquidación de la prima especial de servicios -artículo 14 de 

la Ley 4ª de 1992- equivalente al 30% del 100% del salario básico mensual, y 

pagar las diferencias adeudadas a la demandante por el periodo no prescrito 

comprendido -desde el 2 de mayo de 2014 y hasta el 31 de diciembre de 2015-

.” 

                                                           
2CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, CP. Jaime 

Moreno García, Bogotá DC. 19 de junio de 2008. Radicado n° 11001-0325-000-2006-00043-

00(0867-06). 
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  De igual manera, dicho fallo analizó -entre otras- el yerro cometido por 

la parte demandada, en tanto, reliquidó todas las prestaciones a las tuvo derecho 

la demandante, sobre el 70% del salario básico, creyendo que este era correcto, 

porque el otro 30% correspondía a la prima especial de servicios, por tanto, 

debe la demandada corregir este error, y así se debió ordenar en la sentencia, 

pero no se hizo, por lo que, es correcta la adición solicitada y se procederá a 

realizarla.  

 

c).  Frente a la petición de adicionar el acápite de la demanda denominado 

-Caso concreto y Conclusiones- el numeral 5 por cometer el error la sentencia 

de confundir la norma, no es por la vía de la adición sino por la figura 

contemplada en el articulo 286 del CGP;  

 

“Art. 286. Corrección de errores aritméticos y otros. Toda providencia 

en que se haya incurrido en error puramente aritmético puede ser 

corregida por el juez que la dictó en cualquier tiempo, de oficio o a 

solicitud de parte, mediante auto. 

 

Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se 

notificará por aviso. 

 

Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por 

omisión o cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén 

contenidas en la parte resolutiva o influyan en ella.” 

  

  Así las cosas, es cierto que la norma en la cual debe basarse la demandada 

para realizar la operación matemática de indexación de las sumas reconocidas, 

es el articulo 187, por ende, se corregirá y se adicionará el numeral 7° de la 

sentencia, en este sentido.   

 

 d). Respecto de la inaplicación de los decretos que previeron como prima, 

sin carácter salarial, la prima especial de servicios y la bonificación de actividad 

judicial, habrá de señalarse que, en este sentido, se equivoca la parte 

demandante -al menos en lo que atañe a la prima especial de servicios-, toda 

vez que sentencia 033 de 2 de noviembre de 2022, en su numeral 1° menciona 

que “acoger de manera integral lo dispuesto en la Sentencia de Unificación -

SUJ-016-CE-S2-2019 de 2 de septiembre de 2019 del Consejo de Estado”,  y 

según esta providencia, la prima especial de servicios solo constituye factor 

salarial, para efectos de los aportes a salud y pensión, siendo coherente esta tesis 

con los decretos de los cuales se solicita declarar su inaplicación, por lo que 

resulta improcedente emitir ordenes contrarias a lo dispuesto por el superior en 

una sentencia de unificación, finalmente y para que no queden dudas, el numeral 
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5° de la sentencia 033, niega las  “…demás pretensiones relacionadas con la 

reliquidación de las demás prestaciones sociales, teniendo a la prima 

reclamada como factor salarial.”, estando esta pretensión dentro de esta 

categoría, por lo que si se hizo referencia en la sentencia, este tema. Finalmente, 

conforme lo estudiado en el literal a), y siendo que la bonificación de actividad 

judicial solo es factor salarial para efectos de los aportes a salud y pensión, 

tampoco es viable acceder a la inaplicación de los decretos que regulan esta 

materia, en tanto no están en contra de la ley y la jurisprudencia.   

 

  De acuerdo con lo discurrido, la Sala de Conjueces del Tribunal 

Administrativo de Caldas; 

 

V. RESUELVE 

 

   PRIMERO: ADICIONAR el numeral TERCERO de la sentencia 033 

de 2 de noviembre de 2022 el cual quedará así:  

 

“TERCERO: ORDENAR a la demandada NACION-DIRECCION 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL-RAMA JUDICIAL, lo 

siguiente:  

 

• RECONOCER y RELIQUIDAR la prima especial de servicios -articulo 14 

de la Ley 4ª de 1992- equivalente al 30% del 100% del salario básico 

mensual, y pagar las diferencias adeudadas a la demandante por el periodo 

no prescrito -desde el 2 de mayo de 2014 y hasta el 31 de diciembre de 2015- 

 

• RELIQUIDAR todas las prestaciones sociales a las que tuvo derecho la 

demandante, sobre el 100% del salario básico mensual y no sobre el 70% 

como se hizo, y consignar las diferencias adeudadas, por el periodo no 

prescrito -desde el 2 de mayo de 2014 y hasta el 31 de diciembre de 2015-   

 

      SEGUNDO: CORREGIR el numeral 5° del acápite -18. CASO 

CONCRETO Y CONCLUSIONES- de la sentencia 033 de 2 de noviembre de 

2022, así:  

 
“5. Las sumas dinerarias que serán liquidadas a favor de la demandante, 

deberán ser ajustadas en los términos del articulo 187 del CPACA, utilizando 

la siguiente formula:  

 

R: Rh X Índice final 

            Índice inicial”   
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TERCERO: NEGAR las demás peticiones de adición de la sentencia 

033 de 2 de noviembre de 2022, por las razones expuestas en la parte motiva d 

esta providencia.     

 

 CUARTO: Contra las decisiones emitidas en esta providencia, proceden 

los recursos de ley.  

  
Notifíquese y cúmplase  

Los Conjueces;  

 

 

 

LILIANA EUGENIA GARCIA MAYA 

Ponente 

   

 

 

 

 

 

TOMAS FELIPE MORA GOMEZ 

Revisor 

 

 

JORGE IVAN LOPEZ DIAZ  

Revisor 

 

 
 

 

 

 


